
— Que se desestime la demanda de anulación del Reglamento impugnado presentada en primera instancia por City Cycle 
Industries (1).

— Que se condene en costas a City Cycle Industries en primera instancia y en casación.

Con carácter subsidiario:

— Que se devuelva el asunto al Tribunal General para un nuevo examen.

— Que se reserve la decisión sobre las costas en primera instancia y en casación.

Motivos y principales alegaciones

El Tribunal General ha interpretado incorrectamente el artículo 13, apartado 1, del Reglamento de base (2) al concluir que el 
Consejo no disponía de indicios suficientes para decidir que la demandante se dedicaba a operaciones de tránsito. La 
interpretación del Tribunal General acerca de las condiciones que deben cumplir las empresas individuales para quedar 
exentas de las medidas ampliadas es contraria a la estructura del artículo 13 del Reglamento de base (primer motivo).

La apreciación del Tribunal General, según la cual, habida cuenta de los autos, el Consejo no disponía de indicios suficientes 
para concluir expresamente en el Reglamento impugnado que la demandante estaba implicada en operaciones de tránsito, 
carece de adecuada motivación. Además, contrariamente a lo que se sostiene en la sentencia recurrida, dado que se 
demostró debidamente el tránsito en la esfera nacional y que la solicitud de exención de la demandante no estaba justificada, 
la única conclusión que el Consejo y, por consiguiente, el Tribunal General, podía sacar de los hechos era que la demandante 
había participado en operaciones de tránsito. Al llegar a una conclusión diferente, el Tribunal General ha distorsionado los 
hechos (segundo motivo). 

(1) Reglamento de Ejecución (UE) no 501/2013 del Consejo, de 29 de mayo de 2013, por el que se amplía el derecho antidumping 
definitivo impuesto mediante el Reglamento de Ejecución (UE) no 990/2011 a las importaciones de bicicletas originarias de la 
República Popular China a las importaciones de bicicletas procedentes de Indonesia, Malasia, Sri Lanka y Túnez, hayan sido o no 
declaradas originarias de Indonesia, Malasia, Sri Lanka y Túnez (DO L 153, p. 1).

(2) Reglamento (CE) no 1225/2009 del Consejo, de 30 de noviembre de 2009, relativo a la defensa contra las importaciones que sean 
objeto de dumping por parte de países no miembros de la Comunidad Europea (DO L 343, p. 51).

Recurso de casación interpuesto el 8 de junio de 2015 por el Reino de Bélgica contra la sentencia del 
Tribunal General (Sala Primera) dictada el 25 de marzo de 2015 en el asunto T-538/11, Bélgica/ 

Comisión

(Asunto C-270/15 P)

(2015/C 254/18)

Lengua de procedimiento: neerlandés

Partes

Recurrente: Reino de Bélgica (representantes: C. Pochet y J.-C. Halleux, agentes, L. Van Den Hende, abogado)

Otra parte en el procedimiento: Comisión Europea

Pretensiones de la parte recurrente

El Reino de Bélgica solicita al Tribunal de Justicia de la Unión Europea que:

— Anule la sentencia del Tribunal General de 25 de marzo de 2015.

— Anule la Decisión de la Comisión Europea, de 27 de julio de 2011, con motivo de la ayuda estatal en favor de la 
financiación para la detección de las encefalopatías espongiformes transmisibles (EET) en los animales de la especie 
bovina aplicada por Bélgica [Ayuda estatal C 44/08 (ex NN 45/04)].
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— Condene en costas a la Comisión

Motivos y principales alegaciones

Primer motivo: El Tribunal General da muestras de una interpretación jurídica errónea e incumple la obligación de 
motivación que sobre él recae en cuanto a la existencia de una ventaja económica en el sentido del artículo 107 TFUE, 
apartado 1.

a) Primera parte: El Tribunal General da muestras de una interpretación jurídica errónea e incumple la obligación de 
motivación, en particular cuando parte de la base de que cada vez que la administración impone a determinadas 
empresas una obligación legal o reglamentaria, los costes que lleva consigo dicha obligación deben imponerse también 
automáticamente a las empresas afectadas, sin que la administración pueda intervenir en modo alguno, y todo ello sin 
considerar la finalidad de la medida y la relación con el ejercicio de prerrogativas administrativas. Puesto que ha de 
rechazarse este punto de partida, el Tribunal General en modo alguno explica por qué los costes de las pruebas de 
detección de la EET deben constituir una carga que pese «normalmente» sobre el presupuesto de una empresa. El 
Tribunal General incumple también la obligación de motivación establecida en el artículo 36, en relación con el 
artículo 53, del Estatuto del Tribunal de Justicia, en particular al no abordar las diversas alegaciones y precedentes que la 
demandante cita y desconociendo su relevancia.

b) Segunda parte: El Tribunal General da muestras de una interpretación jurídica errónea en la medida en que considera 
totalmente irrelevante la existencia o no de una normativa armonizadora a efectos de la ayuda estatal. Con ello el 
Tribunal General incumple también su obligación de motivación prevista en el artículo 36, en relación con el 
artículo 53, del Estatuto del Tribunal de Justicia no respondiendo a las alegaciones formuladas por el Reino de Bélgica.

c) Tercera parte: El Tribunal General da muestras de una interpretación errónea dando a entender en la sentencia recurrida 
que el Reino de Bélgica no indica por qué la existencia o no de compensación en exceso ha de ser jurídicamente 
relevante para la existencia de una ventaja económica en el sentido del artículo 107 TFUE, apartado 1. La sentencia 
recurrida da asimismo muestras de una interpretación errónea en la medida en que parece dar a entender que la 
alegación se formula con una base fáctica insuficiente.

Segundo motivo: El Tribunal General da muestras de una interpretación jurídica errónea e incumple la obligación de 
motivación que sobre él recae por lo que respecta a la aplicación del requisito de selectividad en el sentido del 
artículo 107 TFUE, apartado 1. El Tribunal General da muestras de una interpretación jurídica errónea en la medida en que 
afirma de manera generalizada que todas las empresas que deben realizar controles obligatorios antes de poder 
comercializar o vender sus productos se encuentran, por definición, en una «situación fáctica y jurídica comparable». El 
Tribunal General incumple al menos la obligación de motivación que sobre él recae, ya que no explica en modo alguno por 
qué razones deberían encontrarse todas esas empresas en una «situación fáctica y jurídica comparable» desde la perspectiva 
de la ayuda estatal y no responde a las reservas formuladas por el Reino de Bélgica. 
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